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PROYECTO DE LEY   089  DE   SENADO 

Por medio de la cual se reconoce la protección especial de estabilidad reforzada laboral a servidores 
del Estado en provisionalidad en cargos de carrera administrativa 

El Congreso de la República de Colombia 

DECRETA: 

Artículo 1°. El Estado garantiza el derecho a la estabilidad laboral reforzada de los servidores 
estatales que ocupan cargos en provisionalidad de carrera administrativa y que se hallan en estado 
de debilidad manifiesta por la provisión de dichos empleos, mediante concurso de méritos, cuando 
se encuentran en situación de prepensionados.  

Artículo 2°. Los servidores del Estado que desempeñen cargos de carrera administrativa en 
provisionalidad y se encuentren en la condición de prepensionados, que les falte tres años de edad o 
de tiempo de servicio para que se les reconozca la pensión de jubilación o de vejez, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002, gozarán de la protección especial de 
estabilidad laboral reforzada hasta el día que la pensión les sea reconocida por la entidad de 
previsión social respectiva  y sean incluidos en nómina. Para tal fin, el cargo de carrera 
administrativa en provisionalidad no puede ser convocado a concurso. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias. 

De los honorables congresistas, 

 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ CORREA JIMÉNEZ 

Senador 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Los artículos 48 y 49 de la Constitución Política reconocen la Seguridad Social como un derecho 
constitucional fundamental, en que el Estado es obligado a dirigir, coordinar y controlar su efectiva 
ejecución, ya que esta ha de entenderse como «el conjunto de normas y principios que ordenan ese 
instrumento estatal específico de protección de necesidades sociales y específicamente las 
relaciones jurídicas a que da lugar».i   
 
De ahí que el derecho a la pensión de vejez o de jubilación sea uno de los mecanismos que, en 
virtud del derecho a la seguridad social, protege a las personas cuando su vejez produce una 
esperable disminución de la producción laboral lo que les dificulta o impide obtener los recursos para 
disfrutar de una vida dignaii;  y, por ello, la falta o deficiencia de su regulación normativa, como 
también lo ha dicho la doctrina constitucional, vulnera en forma grave derechos fundamentales que 
impiden irremediablemente llevar una vida digna. 
 
En este sentido, no se puede dejar pasar por alto lo que ha predicado la Corte Constitucional sobre 
la estabilidad laboral reforzada de los servidores públicos que desempeñan en provisionalidad 
cargos de carrera administrativa, y, simultáneamente, son sujetos de  especial protección 
constitucional, como en el caso de los que están próximos a pensionarse, puesto que  «la 
permanencia en los empleos de carrera debe responder a reglas constitucionales o legales, de 
índole objetiva, lo que impide el retiro del cargo a partir de criterios meramente discrecionales.  Uno 
de los factores que ha evaluado la jurisprudencia para la permanencia en el empleo es la estabilidad 
laboral reforzada de los sujetos de especial protección constitucional, entre ellos los servidores 
públicos próximos a pensionarse, denominados comúnmente como prepensionados […]  concurre 
una relación de dependencia intrínseca entre la permanencia en el empleo público y la garantía de 
sus derechos fundamentales, particularmente el mínimo vital y la igualdad de oportunidades».iii   
 
Así que la garantía de estos derechos fundamentales (el mínimo vital y la igualdad de 
oportunidades) no puede depender del reconocimiento subjetivo y discrecional de la estabilidad 
laboral reforzada por parte de las autoridades, como lo ha dicho la jurisprudencia, por medio de un 
ejercicio de ponderación entre tales derechos y los principios que informan la carrera administrativa, 
sino que debe estar establecida de manera expresa, clara y precisa en una regla legal o de derecho 
que forme parte del sistema de Seguridad Social. 
 
Y, para tal fin, la jurisprudencia ha tomado en préstamo de la Ley 790 de 2002, artículo 12, el 
término de tres años del que hace mención para reconocer la protección especial en el programa de 
renovación de la Administración pública, denominada Retén Social; pero del que la  Corte 
Constitucional en la ya reseñada sentencia de tutela T- 186 de 2013 ha dicho de manera tajante que 
no debe confundirse con la estabilidad laboral reforzada así: 
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[…] 
 
El fundamento del reconocimiento de la estabilidad laboral reforzada de los prepensionados no es un 
asunto que dependa de un mandato legislativo particular y concreto, sino que tiene raigambre 
constitucional.  Esto debido a que dicha estabilidad opera como instrumento para la satisfacción de 
los derechos fundamentales de estos grupos poblacionales, que se verían gravemente interferidos 
por el retiro del empleo público.  Por ende, la Corte desestima lo expresado por los jueces de 
instancia, en el sentido de confundir la estabilidad laboral reforzada de los prepensionados con la 
figura del retén social, para concluir erróneamente que la mencionada estabilidad solo es aplicable 
en los casos que el retiro del cargo se sustenta en su supresión ante la liquidación de la entidad y en 
el marco de los procesos de restructuración de la Administración Pública.  
 
En contrario, el retén social es apenas una especie de mecanismo, dentro de los múltiples que 
pueden considerarse para garantizar los derechos fundamentales concernidos por la permanencia 
en el empleo público de los servidores próximos a pensionarse.  En otras palabras, el fundamento de 
la estabilidad laboral de los prepensionados tiene origen constitucional y, por ende, resulta aplicable 
en cada uno de los escenarios en que entren en tensión los derechos al mínimo vital y la igualdad, 
frente a la aplicación de herramientas jurídicas que lleven al retiro del cargo, entre ellas el concurso 
público de méritos, como se explica enseguida. 
 
[…]  
 
En vista de lo anterior, a fin de evitar la interpretación automática y aislada de las normas de carrera 
administrativa, sin tener en cuenta la grave afectación de derechos constitucionales, ha de 
concretarse en regla legal la estabilidad laboral reforzada de los prepensionados. 
 
De los honorables congresistas, 

 

 

ANTONIO JOSÉ CORREA JIMÉNEZ 

Senador 
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